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RESOLUCION  GENERAL  N°  848

Salta, 20 de Diciembre de 1993

VISTO:

El Proyecto de Reglamento del Proceso Disciplinario para profesionales de las Ciencias Económicas matriculados en este Consejo Profesional, elaborado por Asesoría Letrada; y

CONSIDERANDO:

Que se ha tenido en cuenta para la elaboración del mismo la naturaleza administrativa pública del proceso disciplinario;

Que se trata de reglamentar el ejercicio de Poder de Policía Profesional delegado por el Estado;

Que el Proyecto mencionado se encuadra en las normas contenidas en la Ley N° 6.576, regulatorias del ejercicio de las Profesiones de las Ciencias Económicas y Orgánica del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Salta y en las normas que establecen los procedimientos administrativos para la Provincia de Salta contenidas en  la Ley N° 5.348;

Que se hace imperioso instrumentar un procedimiento para la aplicación de las sanciones correctivas disciplinarias, adecuado a la legislación vigente.

POR TODO ELLO:

EL CONSEJO DIRECTIVO DEL

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS DE SALTA

R E S U E L V E :

Artículo 1°.- Aprobar el "Reglamento del Proceso Disciplinario para Profesionales de las Ciencias Económicas de Salta" que como Anexo forma parte de la presente Resolución General.

Art. 2°.- Poner en vigencia lo dispuesto por el Artículo 1° de la presente resolución a partir del 1° de Enero de 1.994.

Art. 3°.- Derogar la Resolución General N° 37 (t.o. 1975) del 10 de Agosto de 1.972.

Art. 4°.- Dése a conocimiento de los profesionales matriculados, publíquese en el Boletín Oficial de la Provincia, cópiese y archívese.

ANEXO  A  LA  RESOLUCION  GENERAL  N°  848

PROCESO  DISCIPLINARIO PARA  LOS  PROFESIONALES DE

LAS CIENCIAS ECONOMICAS DE LA PROVINCIA DE SALTA

I

AMBITO Y NORMAS DE APLICACION

Ambito de aplicación.

Artículo 1.- Este Reglamento del Proceso Disciplinario Para Profesionales de las Ciencias Económicas de Salta se aplica por el TRIBUNAL DE ETICA DEL CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS DE LA PROVINCIA DE SALTA, República Argentina, y por cada una de sus SALAS, para la investigación y el juzgamiento de conductas de profesionales matriculados, supuestamente violatorias de normas de  ética profesional  o  de deberes y obligaciones jurídicas, con  motivo  de actuaciones profesionales cumplidas dentro del territorio provincial o que involucren a personas o cosas de esta jurisdicción y no estén sometidas a otro tribunal disciplinario.

No están comprendidas las causas de competencia directa de los demás órganos del Consejo Profesional en ejercicio del poder disciplinario propio.

Normas de aplicación.

Art. 2.- Todo lo no previsto en este Reglamento se regirá y resolverá supletoriamente por las normas de las siguientes leyes provinciales y nacional, con sus modificaciones y sustituciones:

a) Ley 6.576 DE EJERCICIO PROFESIONAL Y ORGANICA DEL CONSEJO PROFESIONAL DE LAS CIENCIAS ECONOMICAS DE LA PROVINCIA DE SALTA;

b) Ley 5.348 DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PARA LA PROVINCIA DE SALTA;

c) Ley 20.488 DE EJERCICIO DE LAS PROFESIONES DE LAS CIENCIAS ECONOMICAS EN EL AMBITO NACIONAL;

d) CODIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE SALTA, en lo referido a las pruebas;

Las situaciones procesales no previstas por las normas de aplicación serán resueltas con arreglo a los principios que rigen el procedimiento administrativo público en la Provincia de Salta.

II

NORMAS GENERALES DE ACTUACION

Deberes y facultades del Tribunal.

Art. 3.- La Sala del Tribunal de Etica que interviene en cada causa de disciplina profesional:

a) Dirige e impulsa de oficio el procedimiento (arts. 109  y 142, ley 5.348);

b) Resuelve todas las cuestiones o asuntos que se promuevan o produzcan durante la investigación, substanciación y decisión definitiva de la causa, debiendo subsanar errores, suplir omisiones y aclarar  resoluciones sin alterar la sustancia de la decisión  (art. 54, ley 6.576);

c) Ordena y produce todas las diligencias que estima necesarias para el esclarecimiento de la verdad real, respetando el derecho de defensa del profesional afectado (art. 58, ley 6.576 y  arts. 163 y 164, ley 6.576);

d) Evita el entorpecimiento y dilación del trámite, el ejercicio irrazonable o abusivo del derecho de defensa, desestima pruebas, planteos, cuestiones e incidentes que no sean pertinentes a la causa (art. 145, ley 5.348);

e) Previene y sanciona toda conducta contraria al decoro, al buen orden de las actuaciones, a los deberes de lealtad, probidad y buena fe en la tramitación de la causa (arts. 110 y 111, ley 5.348);

f) Dispone, en cualquier momento, la  comparecencia  personal del  profesional imputado y también de las personas interesadas o afectadas.

Recusación y excusación con causa.

Art. 4.-  Los miembros integrantes de la Sala del Tribunal interviniente podrán excusarse y ser recusados en la forma, plazo y por las mismas causas que los jueces de acuerdo al Código Procesal Civil y Comercial para la Provincia (art. 57, ley 6.576).

De la recusación y excusación conocerá y resolverá la Sala del Tribunal integrada con los miembros que queden hábiles y los suplentes que se incorporen, y a falta de estos, por los que designe el Presidente del Tribunal de Etica Profesional (art. 52, ley 6.576).

Distribución de funciones. Secretaría de Actuación.

Art. 5.- La dirección e impulso del procedimiento, como así la firma de las providencias de mero trámite, están a cargo del Presidente de la Sala interviniente, o del integrante que se designe a tal efecto o lo sustituya por cualquier motivo.

En cada causa de disciplina se podrá designar una persona que desempeñe las  funciones y tareas de la Secretaría de Actuación, encargada  de realizar y ejecutar todas las diligencias procesales que le sean encomendadas.

Actuaciones del y ante el Tribunal de Etica Profesional.

Art. 6.-  El integrante de la Sala responsable de la instrucción y desarrollo del proceso disciplinario, tomará las medidas necesarias para la celeridad, economía y  eficacia del trámite, impulsándolo de oficio, evitando su paralización y nulidades, asegurando el decoro y buen orden de las actuaciones, a cuyo efecto aplicará las sanciones previstas en la ley de procedimientos administrativos  para  la  Provincia (arts. 109 a 112 y  art. 142,  ley 5.348).

Rigen  todas  las  disposiciones de la ley de procedimientos administrativos para la Provincia, en cuanto a interesados, representantes, terceros, constitución y denuncia de domicilios, formalidades de los escritos, ordenamiento de los expedientes y de las denuncias (Ley 5.348, arts. 113 a 138 y arts. 167 a 171).

Plazos.

Art. 7.- Los plazos se cuentan por días hábiles administrativos, salvo disposición legal en contrario o habilitación, y  se computan a partir del día siguiente al de su notificación.

Se aplica al proceso disciplinario todo lo dispuesto en la ley de procedimientos administrativos para la Provincia en  materia  de plazos (art. 152 a 162, ley 5.348).

Notificaciones.

Art. 8.- Las notificaciones se practican en los casos, plazos y por los medios, formas y efectos previstos en la  ley  de procedimientos administrativos para la Provincia (art. 146  a  151, ley 5.348).

Si de las constancias del expediente resulta que el profesional interesado, o su representante, ha tenido conocimiento fehaciente del  acto,  providencia o resolución, se lo tendrá por notificado desde entonces.

Vistas de las actuaciones.

Art. 9.- Los profesionales afectados o interesados, sus representantes y letrados, tendrán derecho a conocer en cualquier momento el estado del trámite y a tomar vista de las actuaciones, con los efectos, alcance y formas que dispone la ley de procedimientos administrativos para la Provincia (arts. 139 a 141, ley 5.348).

La instrucción de la información sumaria previa será reservada mientras no se resuelva lo contrario (art. 141, última  parte, ley 5.348).

III

INSTRUCCION Y RESOLUCION DE LA CAUSA DE DISCIPLINA
Actos iniciales.

Art. 10.- Las causas de ética y disciplina profesional se promueven:

a) Por denuncia o

b) De oficio por la Sala competente del Tribunal de Etica Profesional, cuando  considere  conveniente investigar conductas profesionales por supuesta violación a las normas de ética o jurídicas, ocurridas en el ámbito de su jurisdicción y competencia.

La denuncia.  La remisión de antecedentes.

Art. 11.- Toda persona que invocando un derecho subjetivo o un interés legítimo tenga conocimiento de supuesta  violación de normas de ética o jurídicas por parte de profesionales de las Ciencias Económicas, matriculados o no, podrá denunciarlo ante el  Tribunal de Etica Profesional o cualquier funcionario del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Salta.

La denuncia será formulada por escrito u oralmente, por persona física o jurídica, pública o privada, personalmente o por representante legal o mandatario y también por profesional matriculado.

La denuncia escrita será firmada. Cuando sea oral se labrará acta. En ambos casos, el funcionario comprobará y hará constar la identidad del denunciante y la presentará de inmediato a la Sala del Tribunal de Etica que corresponda si no hubiera sido radicada directamente ante la misma.

Los órganos internos del Consejo Profesional, u otros Consejos o Colegios o Asociaciones de Profesionales del país o del  exterior, como  también, las autoridades y órganos públicos municipales, provinciales, nacionales y del extranjero, podrán formular denuncias o limitarse a pasar los antecedentes o noticia del hecho o conducta sospechada.

Contenido de la denuncia.

Art. 12.- La denuncia deberá contener:

a) Lugar y fecha:

b) Nombre, apellido, indicación de identidad y los domicilios real y constituido del denunciante;

c) Relación de los hechos, con las circunstancias de lugar, tiempo y modo e indicación de sus autores, partícipes, damnificados, testigos y demás datos que puedan conducir a su comprobación;

d) Indicación del derecho subjetivo o interés legítimo invocado e indicación sobre la norma de ética o jurídica que estima quebrantada;

e) Identificación o indicación del o de los profesionales de las Ciencias Económicas involucrados;

f) Los elementos de prueba que pudieran existir, agregando los que tuviera en su poder.

Medidas instructorias y resolutorias.

Art. 13.- La Sala que reciba la denuncia o los antecedentes o la noticia de una supuesta conducta  violatoria  de  normas profesionales, podrá disponer:

a) Las medidas necesarias para completar o complementar la denuncia o presentación, pudiendo citar al denunciante para que la amplíe o ratifique, habida cuenta del principio de informalismo en el proceso administrativo (arts. 143 a 145, Ley 5.348);

b) Ordenar la instrucción de una información sumaria previa;

c) Correr vista de la denuncia o presentación o resolución de oficio ordenando la substanciación de la causa de disciplina, al profesional imputado para que en el plazo de diez (10) días la conteste, exprese su descargo y ofrezca las pruebas de que intente valerse, bajo apercibimiento de tenerle por decaído el derecho para hacerlo y continuar el procedimiento sin más trámite (arts. 139 y 163, ley 5.348);

d) Desestimar  la  acción o causa disciplinaria cuando sea manifiesto o evidente que la conducta o hecho:

· no se cometió o no lo fue por el profesional imputado;

· no es violatorio de normas éticas o jurídicas o no encuadra en los casos previstos como tales por las normas de aplicación;

· la acción disciplinaria se ha extinguido o está prescripta (art. 17, 24 y concordantes, ley 6.576);

· no se pueda proceder;

· no  sea  de su competencia, en cuyo caso la remitirá con sus antecedentes a la Sala correspondiente, o al Consejo o Colegio o Asociación Profesional que considere corresponder, a la  Procuración General de la Provincia cuando se trate de un supuesto ilícito penal o al Fiscal Penal Federal si es de su competencia.

Las resoluciones podrán ser dispuesta en forma sucesiva cuando así proceda. Las mismas son irrecurribles, salvo los recursos  de aclaratoria y reconsideración (arts. 176, 177 y 178, ley 5.348).

Información sumaria previa.

Art. 14.- La Sala interviniente podrá ordenar la instrucción de una información sumaria previa a la substanciación de la causa disciplinaria, cuando:

a) Con motivo de la denuncia o presentación, considere necesaria una investigación sobre la existencia de hechos que pudieran dar lugar a responsabilidad disciplinaria profesional e identificación de sus autores (arts. 163 y 164, ley 5.348);

b) Exista  un  riesgo cierto e inmediato de desaparición o desbaratamiento de pruebas esenciales para una causa disciplinaria (art. 141, ley 5.348);

c) Tenga noticia o conocimiento, por cualquier medio público o privado, de la  existencia de hechos que pudieran dar lugar a una causa disciplinaria (art. 113, ley 5.348).

La información sumaria previa deberá practicarse dentro del plazo de diez (10) días. Su trámite será reservado o secreto. No se admitirán debates, defensas, ni recurso alguno (arts. 109 y 141, ley 5.348). Se aplicará lo dispuesto sobre las pruebas en el proceso disciplinario.

Plazos y pruebas en la sustanciación de la causa disciplinaria.

Art. 15.- Cumplidos los trámites de la información sumaria previa si se hubiese ordenado, y corrida la vista del  artículo 13 inciso c), o en su defecto decaído el derecho para hacerlo, la causa disciplinaria podrá ser abierta a prueba por un plazo no superior a treinta  (30) días ni inferior a diez (10) días, en cuyo transcurso la autoridad de la instrucción podrá (art. 164, ley 5.348):

a) Citar y recibir declaración del profesional afectado si no lo hubiese hecho en una información sumaria previa. A tales efectos, lo será,

- sin exigirle juramento o promesa de decir verdad, pudiendo concurrir acompañado de abogado.

- la falta de comparecencia no constituirá presunción en su contra, como tampoco su silencio o negativa a declarar.

- si acepta declarar será informado de los hechos que motivan la substanciación de la causa y las pruebas existentes en su contra.

- será interrogado sobre todo lo pertinente que pueda conducir al esclarecimiento de los hechos.

- se lo invitará a exponer cuanto tenga que decir en su defensa o descargo o explicación de los hechos;

b) Ordenar y producir todas las pruebas que considere pertinentes, de oficio o por ofrecimiento del profesional afectado, como la exhibición de  documentos, la comparecencia y declaración de testigos, informes, inspecciones, pericias, careos y toda otra medida que se estime conducente para el  esclarecimiento de los hechos.

Para  la  producción de las pruebas se tendrán en cuenta las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, y de ser necesario, se solicitará el auxilio de la fuerza pública al Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial en turno, quien decidirá en caso de oposición, en trámite sumarísimo de acuerdo con las circunstancias del caso (art. 58, ley 6.576).

Se tendrán por decaídas las pruebas no producidas dentro del plazo, sin perjuicio de agregarse las recibidas hasta antes de la vista al profesional para alegar.

Vista al profesional. Alegato.  Dictamen jurídico. Decisión.

Art. 16.- Vencido el término de prueba se dará vista de las actuaciones al profesional imputado, por el plazo de diez (10) días,  para  que alegue sobre el mérito de las pruebas producidas, bajo apercibimiento de tenerle por decaído el derecho para  hacerlo (art. 165, ley 5.348).

Cumplido con lo anterior, pasarán las actuaciones a la Asesoría Letrada del Tribunal para que produzca dictamen jurídico, y con ello volverán a la Sala interviniente para que resuelva sobre el fondo del asunto disciplinario o la fijación de una audiencia complementaria (art. 166, ley 5.348).

No obstante, en cualquier estado del trámite, la Sala interviniente puede desestimar la causa disciplinaria por cualquiera de las circunstancias o motivos señalados en artículo 13 inciso d) de este Reglamento (arts. 109, 142 y concordantes, ley 5.348).

Audiencia complementaria.

Art. 17.- Antes de decidir sobre el fondo del asunto, la Sala interviniente podrá llamar a una audiencia complementaria si lo considera necesario, la que se realizará dentro de los treinta (30) días siguientes a partir de la providencia que lo ordene. Será celebrada en la sede del Tribunal o en cualquier lugar que se considere conveniente para su mayor eficacia, con la presencia de los integrantes de la Sala, el Secretario de Actuación, el profesional imputado, quien podrá ser asistido por abogado y los expertos idóneos en la materia de que se trate la cuestión.

A criterio de la Sala se podrán producir en la audiencia las pruebas consideradas esenciales que a pesar de haber sido ofrecidas oportunamente no lo fueron en la etapa correspondiente.

El profesional imputado tendrá derecho a alegar sobre las pruebas producidas y expresar lo que considere pertinente a su defensa, antes de cerrar la audiencia, en el tiempo que se le fije a tal efecto.

El procedimiento de la audiencia complementaria será oral y lo actuado se documentará en forma resumida mediante acta.

Traslado a las otras Salas del Tribunal.

Art. 18.- Previo a la resolución definitiva, la Sala interviniente dará traslado de la causa, con sus antecedentes, por el término de cinco (5) días, a las otras Salas del  Tribunal de Etica Profesional, las que podrán informar si lo consideraran pertinente (art. 56, ley 6.576 y art. 158 inc. d), ley 5.348).

IV

SANCIONES DISCIPLINARIAS

Las sanciones.

Art. 19.- Las sanciones disciplinarias que la Sala interviniente podrá imponer, son:

a) Advertencia;

b) Amonestación privada;

c) Censura pública;

d) Suspensión de hasta cinco (5) años en la matrícula;

e) Cancelación de la matrícula.

Las pruebas se apreciarán con razonable criterio de libre convicción (art. 166, ley 5.348).

Las sanciones disciplinarias se graduarán según la gravedad de la falta y los antecedentes del profesional (art. 21, ley 6.576).

Art. 20.- La cancelación de la matrícula podrá aplicarse en los casos de (art. 22, ley 6.576):

1) Dos (2) o más suspensiones;

2) Condena penal, cuando las circunstancias del caso afecten al decoro y la ética profesional;

3) Pérdida de la nacionalidad o la ciudadanía, cuando la causa que la determine importe indignidad.

Art. 21.- Las suspensiones o cancelaciones podrán alcanzar a todas las matrículas en las que el sancionado estuviera inscripto (art. 22, ley 6.576).

Art. 22.- En los casos de los incisos c), d)  y  e)  del artículo 19, el sancionado podrá, además, ser inhabilitado para formar parte de los órganos del Consejo Profesional hasta por el plazo de ocho (8) años (art. 23, ley 6.576).

Art. 23.- Las acciones disciplinarias contra los matriculados prescriben a los cinco (5) años de producirse el hecho punible. En igual plazo prescriben las penas a partir de la resolución firme que las imponga (art. 24, ley 6.576).

La prescripción se interrumpe por:

a) Los actos de procedimientos que impulsen la acción;

b) La comisión de un nuevo hecho;

c) Integrar el imputado algunos de los órganos del Consejo Profesional, durante el lapso de sus funciones.

Art. 24.- En caso de aplicarse la sanción de cancelación de la matrícula, no podrá solicitarse la reinscripción hasta pasado cinco (5) años en que quedó firme la resolución respectiva (art. 26, ley 6.576).

Notificaciones.

Art. 25.- La resolución definitiva será notificada al profesional imputado y a cada una de las otras Salas del Tribunal de Etica Profesional.

Las sanciones firmes y las confirmadas por vía jurisdiccional, serán notificadas para su toma de razón a los Consejos Profesionales que corresponda. En caso de supuesto ilícito penal se pasarán los antecedentes a la Procuración General de la Provincia.

V

RECURSOS

Recursos de aclaratoria y reconsideración.

Art. 26.- Serán procedentes los recursos de aclaratoria y de reconsideración contra las resoluciones definitivas, debiendo ser interpuestos  dentro  de los plazos y las formas que disponen las leyes de aplicación (art. 56, ley 6.576 y arts. 176, 177 y 178, ley 5.348).

Recurso de apelación.

Art. 27.- Las resoluciones definitivas son inapelables, con excepción de los casos previstos en los incisos c), d) y e) del artículo 19, que serán apelables, con efecto suspensivo, ante el Tribunal de la Provincia competente en materia contencioso administrativa.

El recurso de apelación deberá ser interpuesto y fundado ante la Sala interviniente, dentro de los quince (15) días de la  notificación. Interpuesto el recurso en tiempo y forma, será elevado con las actuaciones, a sede judicial dentro de los quince (15)  días (art. 25 y 56, ley 6.576).

